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NOTA SOBRE LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO DEL 25 DE FEBRERO DE 
2025 

 
 

La Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, acaba de dictar sentencia de 25 
de febrero de 2025, en la que desestima el recurso de casación manteniendo su doctrina anterior, 
que fue declarada contraria a la Directiva 1999/70/CE por la STJUE de 13 de junio de 2024, 
concluyendo que es contrario a la Constitución la conversión en funcionario fijo o equiparable a 
quien haya recibido nombramientos temporales abusivos; que el abusado tiene derecho a 
permanecer en el puesto de trabajo hasta que se cubra por un funcionario público o se amortice; 
y que sólo tendrá derecho a ser indemnizado si acredita haber sufrido perjuicios por el 
nombramiento temporal. 

 
Con todo respeto hacia el Tribunal Supremo, la sentencia -que es la expresión de pre-juicio y no 
como debe ser, la expresión de un juicio-, es inadmisible por razones de fondo y por razones de 
forma. 

 
(A) 

 
POR RAZONES DE FORMA: 

 
1. Sorprende que esta sentencia se dicte con tanta celeridad, cuando el recurso se admitió el 2 de 

septiembre de 2024 -hace tan solo 5 meses-, habiéndosele adjudicado el número de casación 
4436/2024. Y decimos que sorprende esta celeridad ya que, desde el 1 de enero de 2025, la 
Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, lo que ha resuelto han sido 
recursos de casación admitidos los años 2022 y 2023. 
 
Del 2024 sólo ha sentenciado, salvo error u omisión de esta parte, según las sentencias 
publicadas en la base de datos EL DERECHO-LEFEVRE, los recursos de casación nº 49/2024; 
1390/2024; 288/2024; 196/2024; 78/2024; 1486/2024; 2096/2024; 109/2024; 337/2024; 
167/2024; 997/2024; 324/2024; 34/2024; 28/2024; 432/2024; 431/2024; 32/2024; 62/2024; 
341/2024; 19/2024; 1/2024; 26/2024; es decir, recursos de casación muy anteriores a este 
número 4436/2024. 
 

2. Sorprende también que esta sentencia se dicte cuando se esta tramitando en el Congreso de 
los Diputados, el Proyecto de Ley de Función Pública de la Administración del Estado; al que 
han presentado enmiendas la mayor parte de los partidos políticos, enmiendas encaminadas a 
estabilizar al personal temporal del sector público mediante su transformación automática en 
personal fijo o de carrera. 
 

3. Sorprende igualmente que la sentencia se dicte cuando el Ministerio de Justicia esta 
tramitando una normativa a través de la cual pretende someter a los jueces sustitutos y 
magistrados suplentes, y a los fiscales sustitutos, a un proceso selectivo de cuarto turno, 
consistente en un concurso oposición, en lugar de proceder a su conversión automática en fijos 
o equivalentes a los homónimos de carrera, sin adquirir esta condición. 
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4. Sorprende también que el Tribunal Supremo no plantee al TJUE la cuestión prejudicial 

solicitada, a través de la cual se le interesaba que el TJUE proporcionara la interpretación 
correcta de la clausula 5 de su Acuerdo Marco, y si esta estabilización mediante la 
transformación o conversión del empleado público víctima de un abuso en fijo o equivalente a 
los fijos o de carrera, es posible cuando en la legislación de los Estados miembros no existe 
ninguna medida sancionadora que garantice el cumplimiento de la cláusula 5 del Acuerdo 
Marco, garantizándose así el Tribunal Supremo, desde el punto de vista del Derecho de la 
Unión, el acierto de su pronunciamiento. 
 

5. Sorprende también que la sentencia rechace suspender el recurso de casación con motivo de 
la cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social nº 3 de Murcia, en su Auto de 19 
de febrero de 2025, o que hable de que no existen dudas en cuanto al alcance de la Directiva, 
ni posibilidad de discrepancias jurisprudenciales entre los Estados miembros, cuando están 
pendientes de sentencia del TJUE  cuestiones prejudiciales planteadas por órganos 
jurisdiccionales nacionales como la propia Sala de lo Social del mismo Tribunal Supremo, o la 
suscitada por el Juzgado de lo Social nº 3 de Murcia. 

 
6. Y por último, sorprende también que la sentencia esté ayuna de motivación, convirtiéndose en 

un mero acto de autoridad, a través del cual la Sala, sin un razonamiento lógico deductivo que 
apoye sus conclusiones, sin expresar las causas por las que rechaza las razones y argumentos 
expresados por esta parte en su recurso de casación, se limita a expresar su prejuicio, dejando 
a esta parte absolutamente indefensa, al olvidar que como tiene dicho el Tribunal 
Constitucional “la exigencia de motivación suficiente es, sobre todo, una garantía esencial del 
justiciable mediante la cual se puede comprobar que la resolución dada al caso es consecuencia 
de una exigencia racional del ordenamiento y no el fruto de la arbitrariedad” (SSTC 751/88, 
1991/91, 341/92, 491/92, y 165/93, de 18 de Mayo )  

 
 

(B) 
 

EN CUANTO AL FONDO DEL ASUNTO: 
 

Dicho sea, con todo el respeto y máxima consideración, en el ejercicio de la sana critica, 
entendemos que esta sentencia del Tribunal Supremo vulnera la Directiva 1999/70 y su Acuerdo 
Marco, en la forma en la que ha sido interpretada por el TJUE. 
 
 
PRIMERO.- La sentencia al sostener que no cabe la transformación en fijo porque esta 
prohibido por la Constitución española, si no se acredita haber superado un proceso 
selectivo, vulnera tanto el Derecho a la Unión, como el Derecho Nacional. 

 
A) Desde el punto del derecho de la UE: 

 
a. La sentencia deja sin sancionar el abuso producido, olvidando 
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- Que el TJUE tiene dicho que es “indispensable -léase, ineludible, inexcusable, forzoso, 

no opcional- poder aplicar alguna medida que presente garantías de protección de los 
trabajadores efectivas y equivalentes, con objeto de sancionar debidamente dicho abuso 
y eliminar las consecuencias de la infracción del Derecho de la UE (vid STJUE, de 
14/9/2016, C-184/15, apart.38).  
 

- Que las autoridades judiciales de un Estado miembro no pueden ampararse en la 
inexistencia de medidas efectivas en el ordenamiento jurídico interno para no cumplir 
con su obligación de sancionar los abusos incompatibles con el Acuerdo marco, pues la 
impunidad de las Administraciones empleadores que abusan de sus trabajadores 
temporales es incompatible con el objetivo perseguido por la Directiva 1999/70, y pone 
en peligro el efecto útil de dicho Acuerdo marco, suponiendo un radical incumplimiento 
de la obligación que se impone a los Estados miembros de garantizar el resultado 
exigido por el Derecho de la UE, tal como se deduce no solo del  art. 288.3 TFUE, sino 
también del  art. 2.1 de la  Directiva 1999/70 (vid, SSTJUE de 19/3/2020, C-103/18, 
apart.59; de 3/6/2021, apart. 46 y de 11/2/2021, C-2021/113, aparts.42, 56 y 57). 

 
- Y que el TJUE en su Auto de 2/6/2021, asunto C-103/19, apart.45 o en su sentencia de 

13/6/2024, C-332/20, apart.45 o 75, refuerza el carácter preceptivo de la sanción, 
diciendo que la convocatoria de un proceso selectivo o el acceso a la condición de 
personal fijo o de carrera “no exime a los Estados miembro del cumplimiento de la 
obligación de establecer una medida adecuada para sancionar debidamente la 
utilización abusiva de contratos y relaciones temporales o de duración determinada.” 
 
 

b. Al  negar eficacia directa a la obligación de sancionar, la sentencia: 
 

1. Vulnera la sentencia de la Gran Sala del TJUE de 8 de marzo de 2022, Asunto C-205/20, 
que proclama la eficacia directa de la exigencia de proporcionalidad de las sanciones, 
cuando afirma: 
 

-  en su apartado 32, que en la medida que una Directiva exige que las sanciones que 
contempla sean proporcionadas, está dotada de efecto directo y puede por tanto ser 
invocada por los particulares ante los órganos jurisdiccionales nacionales frente a un 
Estado miembro que la haya transpuesto incorrectamente;  
 

- añadiendo en su apartado 57 que, la primacía del Derecho de la Unión debe 
interpretarse en el sentido que impone a las autoridades nacionales la obligación de 
dejar inaplicada una normativa nacional que contraviene la exigencia de 
proporcionalidad de las sanciones establecida en una Directiva, únicamente cuando 
sea necesario para permitir la imposición de sanciones proporcionadas. 

 

2. Vulnera la STJUE de 13 de junio del 2024 que: 
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- en su apartado 98, dice “el Tribunal de Justicia ha puntualizado que, para que pueda 
considerarse conforme con el Acuerdo Marco una normativa nacional que, en el sector 
público, prohíbe convertir en contrato de trabajo o relación laboral por tiempo indefinido 
una sucesión de contratos o relaciones laborales de duración determinada, el 
ordenamiento jurídico interno del Estado miembro de que se trate debe contener, en 
dicho sector, otra medida efectiva para evitar y, en su caso, sancionar la utilización 
abusiva de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada [véase, 
en este sentido, la sentenciade 7 de abril de 2022, Ministero de lla Giustizia y otros 
(Estatuto de los jueces de paz italianos),C-236/20, EU:C:2022:263, apartado 62 y 
jurisprudencia citada].. 

 
- en su apartado 110, permite que el juez nacional pueda desechar, por iniciativa propia, 

las disposiciones nacionales que resulten incompatible con ella, al afirmar que si el 
juzgado remitente considera, además, que la jurisprudencia consolidada del Tribunal 
Supremo se opone a tal conversión, el juzgado remitente deberá entonces dejar 
inaplicada dicha jurisprudencia del Tribunal Supremo si esta se basa en una 
interpretación de las disposiciones de la Constitución incompatible con los objetivos de 
la Directiva  y, en particular, de la cláusula 5 del Acuerdo Marco.(vid en el mismo sentido, 
STJUE de 22 de febrero de 2024, asunto C-205/20, apartado 137) 
 

3. Vulnera la STJUE de 13 de junio de 2024, y su Auto de 30/9/2020, C-135-20, apartados 
23 a 26, a cuyo tenor: 

 
“24 De ello se deduce que, con el fin de que una legislación que prohíbe, en el sector 
público, la conversión en contrato de trabajo indefinido de una sucesión de contratos de 
duración determinada, pueda considerarse como conforme al Acuerdo Marco, el 
ordenamiento jurídico interno del Estado miembro de que se trate debe incluir, en este 
sector, otra medida efectiva que permita evitar, y en este caso, sancionar el uso abusivo 
de contratos de duración determinada sucesivos (sentencia de 7 de marzo de 2018, 
Santoro, C-494/16, apartado 34 y jurisprudencia citada). 

 
26 Considerando lo anteriormente expuesto, procede responder a las cuestiones 
planteadas de que la Cláusula 5 del Acuerdo Marco debe ser interpretada en el sentido 
que se opone a la legislación de un Estado miembro que prohíbe, de forma absoluta, en 
el sector público, la conversión de una sucesión de contratos de trabajo de duración 
determinada, en tanto esta legislación no prevea, en relación con este sector, otras 
medidas efectivas que eviten y, en este caso, sancionen la utilización abusiva de contratos 
de duración determinada sucesivos. 

 
4. Vulnera la STJUE de 25 de octubre de 2018, C-331/17 (que es reiterada por la STJUE de 

13 de enero de 2022, C-282/2019), según la cual: 
 

70 “La Cláusula 5 del Acuerdo marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a 
una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, en virtud de la cual 
no son aplicables en el sector de actividad de las fundaciones líricas y sinfónicas -léase, 
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en el sector público-, las normas de régimen general que regulan las relaciones laborales 
y que sancionan la utilización abusiva de sucesivos contratos de duración determinada 
mediante su recalificación automática en contratos de duración indefinida si la relación 
laboral persiste pasada una fecha precisa, cuando no existe ninguna otra medida efectiva 
en el ordenamiento jurídico interno que sancione los abusos constatados en este sector”. 

 
71 “Al no permitir en ningún caso, en un sector -el público-, la transformación de los 
contratos de trabajo de duración determinada en contrato de duración indefinida, la 
normativa nacional controvertida en el litigio principal puede suponer una discriminación 
entre los trabajadores de duración determinada del citado sector y los trabajadores de 
duración determinada de los demás sectores -los privados-, que, previa recalificación de 
su contrato de trabajo en caso de infracción de las normas relativas a la celebración de 
contratos de duración determinada, pueden pasar a ser trabajadores con contratos de 
duración indefinida comparables en el sentido de la Cláusula 4.1 del Acuerdo marco”. 

 
5.  Vulnera las SSTJUE de 4 de julio de 2006, Asunto C-212/04, Caso Adeneler, Apartado 

106:  S de 14 de septiembre de 2016, asuntos C-184/15 y C-197/15, apartado 41;de 25 
de octubre de 2018, C-331/17, apartados 70 y 71; ATJUE de 30 de septiembre de 2020, 
C-135/20o de 13 de enero de 2022, C-282/2019, según la cuales “el Acuerdo marco  debe 
interpretarse en el sentido de que, si el ordenamiento jurídico interno del Estado miembro 
de que se trata no contiene, en el sector considerado, ninguna medida efectiva para evitar 
y sancionar, en su caso, la utilización abusiva de contratos de duración determinada 
sucesivos, dicho Acuerdo impide aplicar una normativa nacional que, sólo en el sector 
público, prohíbe absolutamente transformar en contrato de trabajo por tiempo indefinido 
una sucesión de contratos de duración determinada que han tenido por objeto, de hecho, 
hacer frente a «necesidades permanentes y duraderas» del empleador y deben 
considerarse abusivos (vid). 

 
6. Y vulnera la sentencia TJUE de 24 de junio de 2024, asunto C-41/23. Peigli, que 

claramente establece que o bien existe una sanción al abuso o bien lo que procede es la 
conversión de la relación temporal abusiva en una relación fija, diciendo que:  

 
La cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, 
celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70, debe 
interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional en virtud de la cual 
la relación laboral de los jueces y fiscales honorarios puede ser objeto de renovaciones 
sucesivas sin que se prevean, para limitar el uso abusivo de estas renovaciones, sanciones 
efectivas y disuasorias O la transformación de la relación laboral de dichos jueces y fiscales 
en una relación laboral de duración indefinida. 

 
 

B) A mayor abundamiento, la conversión de las víctimas de un abuso en funcionarios fijos o 
de carrera no conlleva una interpretación contra legem del derecho nacional 
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1. Porque la normativa española lo único que prohíbe es adquirir la condición de funcionario 
fijo o de carrera si no se ha superado un proceso selectivo (vid art 62 del EBEP y 20 del 
Estatuto marco), y resulta que el personal temporal forzosamente ha superado procesos 
selectivos en libre concurrencia con otros aspirantes, pues desde la CE de 1978, tal y 
como se desprende de los arts 10.2 y 61.4 del EBEP: 

 

- Uno, los empleados interinos/temporales deben reunir los mismos requisitos 
generales de titulación y las demás condiciones exigidas a los funcionarios fijos de 
carrera para ocupar las plazas vacantes. 
 

- Y dos, la selección del personal interino/temporal se realiza a través de procesos 
selectivos, con pleno el respeto a los principios de igualdad, publicidad y libre 
concurrencia. 

 
No se puede decir al mismo tiempo, que se contrata a los funcionarios interinos con 
sujeción los principios de igualdad, capacidad, publicidad y libre concurrencia, y afirmar 
después lo contrario, para negarles la posibilidad de conversión de la relación temporal 
en fija. Tanto más cuanto la igualdad solo opera en cada proceso selectivo, sin que se 
admita su invocación a través de comparaciones con procesos selectivos distintivo, 
anteriores o posteriores 

 
2. Porque, como dice la STJUE de 20/9/2018, C-466/17, aparts.33 a 34, no puede 

sostenerse, para negar estabilidad a los interinos/temporales que, al no superar el mismo 
proceso selectivo que los funcionarios fijos o de carrera, ello afecta a la calidad de los 
servicios públicos prestados, lo cual es contradictorio con el número de años que 
acreditan los empleados públicos temporales en nuestro país, ya que, si fuera cierto que 
sus servicios no son idóneos o no tienen la calidad necesaria, las Adminis. empleadoras 
habrían organizado con la suficiente frecuencia oposiciones destinadas a cubrir las plazas 
desempeñadas por estos empleados públicos temporales con personal fijo. 

 
3. Porque:1) ninguno de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución -

tampoco los contenidos en los artículos 23 y 103 CE-, son absolutos, de tal forma que, en 
caso de conflicto, debe hacerse una ponderación proporcionada de los derechos e 
intereses en juego; 2) el derecho al trabajo esta constitucionalizado en el art. 35.1 CE y 
que según las STC 22/1981 y 192/2003, este derecho al trabajo se concreta en el derecho 
a la continuidad o estabilidad en el empleo; 3) y la diferencia de trato establecida en la 
Ley puede considerarse como razonable, proporcionada y no arbitraria siempre que dicha 
diferenciación se demuestre como un medio excepcional para resolver una situación 
también excepcional (STC 12/1999). 

 
 La situación de excepcionalidad se derivaría en este caso de la obligación que se 

impone a las autoridades nacionales de cumplir las normas de la UE y las sentencia del 
TJUE 
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Por ello, no imposibilita la conversón el hecho de que la STJUE de 13/6/2024, en su 
apart.115, diga que la conversión -como sanción proporcionada y disuasoria al abuso- 
solo es posible “cuando esa conversión no implique una interpretación contra legem del 
Derecho nacional”.  

 
4. Porque en cuanto que la cláusula 5 del Acuerdo marco, obliga a sancionar el abuso con 

una sanción proporcionada, tiene eficacia directa e impone a las autoridades nacionales 
la obligación de dejar inaplicada una normativa nacional que en parte contraviene la 
exigencia de proporcionalidad de las sanciones establecida  a tenor de la sentencia de la 
Gran Sala  del TJUE de 8 de marzo de 2022, Asunto C-205/20.  
 

5.   Porque como dicen las SSTJUE del 13/3/ 2014, C38/13, aparts.27 y 29; y de 14/9/2016, 
C-596, aparts.30 y 31, las condiciones relacionadas con la extinción de la relación de 
empleo y los requisitos de finalización de un contrato de trabajo, forman parte de las 
“condiciones de trabajo” incluidas en la Cláusula 4 del Acuerdo marco, pues “una 
interpretación de la Cláusula 4, del  Acuerdo marco que excluyese los requisitos de 
finalización o las condiciones de resolución  de un contrato de duración determinada de la 
definición del concepto de «condiciones de trabajo» en el sentido de esta disposición 
equivaldría a reducir, en detrimento del objetivo de dicha disposición, el ámbito de 
aplicación de la protección concedida a los trabajadores temporales contra las 
discriminaciones”. 

 
Por ello, constatada una situación de abuso contraria a la Cláusula 5 del Acuerdo marco, 
bastaría para sancionar el abuso, con sujetar a los funcionarios víctimas de un abuso a los 
mismos derechos y a las mismas condiciones de trabajo que rigen para los funcionarios 
fijos o de carrera, esto es, a los mismos requisitos, causas, condiciones y procedimientos 
para el cese en su puesto de trabajo que rigen para el personal fijo comparable, pues si 
el empleado temporal atiende, de hecho, a las mismas necesidades estables y 
permanentes, el principio de igualdad de trato -y la Cláusula 4 del Acuerdo marco- exige 
que sea tratado, en todas sus condiciones de trabajo, como un empleado estable y 
permanente. 

 
Y no hay ninguna norma nacional que prohíba su nombramiento como equiparables a los 
fijos o de carrera titulares de las plazas que ocupan, con sus mismos derechos y 
condiciones de trabajo, sujetos a las mismas causas de cese que aquellos, ya que la 
normativa nacional lo único que prohíbe es adquirir la condición de funcionario de 
carrera, si no ha superado un proceso selectivo ad hoc (vid art 62 del EBEP). 

 
De esta manera, sujetando al funcionario temporal/interino víctima de un abuso a las 
mismas causas de cese que rigen para los funcionarios fijos comparables, pero sin 
adquirir esta condición, dando riguroso cumplimiento al principio de interpretación 
conforme, conciliamos el mandato contenido en la Cláusula 5 del Acuerdo marco -
cumpliendo sus objetivos de acabar con la precarización de los empleados públicos, 
sancionando a la Adminis. empleadora causante del mismo, y compensando a la víctima, 
sin privarla de la protección que le otorga el Acuerdo marco-, con la normativa nacional, 
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que no es infringida, sino que es interpretada de una manera que garantiza la plena 
efectividad de dicha Cláusula 5. 

 
6.  Por  aplicación en nuestro caso del principio comunitario de equivalencia, pues la Ley 

11/2020, de PGE para el 2021, en su Disposición Final 31, modifica el art 87.3 de la Ley 
40/2015, del Sector Publico, estableciendo que, en caso de que una entidad pública 
empresarial o agencia estatal privada, se transforme en una entidad pública, su personal 
podrá ejercer funciones reservadas a funcionarios públicos sin serlo, con la condición de 
a extinguir. 

 
Se vulnera el principio de equivalencia, en el momento que -aplicando el Derecho 
interno-, los trabajadores de empresas sujetas a derecho privado, que han sido 
seleccionados conforme al derecho privado, sin proceso publico alguno, pueden 
permanecer en el sector público con la condición de a extinguir, y que por el contrario -
aplicando el Derecho comunitario-, los empleados públicos temporales/interinos que 
siempre han trabajado en el sector público y fueron seleccionados por procedimientos 
públicos de libre concurrencia, no puedan permanecer en el sector público con la 
condición de a extinguir.  

 
 
SEGUNDO.- La sentencia al declarar que la medida sancionadora sigue siendo el 

mantenimiento de la victima de un abuso en el puesto de trabajo desempeñado hasta 
que se cubra por un funcionario público o se amortice: 

 
1. Vulnera la STJUE 13 de junio de 2024, que establece de forma radical lo que sigue: 

 
77 En los presentes asuntos, de conformidad con las consideraciones que se derivan de la 
jurisprudencia citada en los apartados 75 y 76 de la presente sentencia —que, habida cuenta 
de los elementos obrantes en los autos en poder del Tribunal de Justicia que se han recordado 
en los apartados 73 y 74 de la presente sentencia, parecen aplicables—,la convocatoria de 
los procesos selectivos que se contempla en la jurisprudencia nacional o en el artículo 2 de la 
Ley 20/2021, a reserva de la comprobación que incumbe realizar al juzgado remitente, no 
resulta adecuada para sancionar debidamente la utilización abusiva de sucesivos contratos o 
relaciones de empleo de duración determinada ni, por tanto, para eliminar las consecuencias 
del incumplimiento del Derecho de la Unión.(…) 

 
80 Pues bien, el Tribunal de Justicia ha declarado que el abono de una indemnización por 
extinción de contrato no permite alcanzar el objetivo perseguido por la cláusula 5 del Acuerdo 
Marco, consistente en prevenir los abusos derivados de la utilización sucesiva de contratos o 
relaciones laborales de duración determinada. En efecto, tal abono parece ser independiente 
de cualquier consideración relativa al carácter legítimo o abusivo de la utilización de contratos 
o relaciones laborales de duración determinada (sentencia de 3 de junio de 2021, Instituto 
Madrileñode Investigación y Desarrollo Rural, Agrario y Alimentario, C-726/19, 
EU:C:2021:439, apartado 74 yjurisprudencia citada) (…). 
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84 De las anteriores consideraciones resulta que una compensación económica con un doble 
límite máximo en favor únicamente del empleado público afectado que no supere los procesos 
selectivos no parece constituir una medida adecuada para sancionar debidamente la 
utilización abusiva de sucesivas relaciones de empleo de duración determinada y eliminar las 
consecuencias del incumplimiento del Derecho de la Unión, y, por consiguiente, no parece 
constituir, por sí sola, una medida proporcionada y suficientemente efectiva y disuasoria para 
garantizar la plena eficacia de las normas adoptadas conforme al Acuerdo Marco, en el 
sentido de la jurisprudencia recordada en el apartado 67 de la presente sentencia (véase, en 
este sentido, la sentencia de 3 de junio de 2021, Instituto Madrileño de Investigación y 
Desarrollo Rural, Agrario y Alimentario, C-726/19, EU:C:2021:439, apartado 75 jurisprudencia 
citada). 

 
2. Vulnera la doctrina constante del TJUE en sus Sentencias de 26 de noviembre de 2014, 

asunto C-22/13, caso Mascolo, apartados 109 a 120 o de 19 de marzo de 2020, C-109/2018, 
o en su Auto de 2 de julio de 2021, C-103/2019, y en las SSTJUE de 22 de febrero de 2024, 
apartados 116 a 121, y de 13 de junio de 2024, apartados 75,76 y 77, según la cual ningún 
proceso selectivo, tampoco los de la Ley 20/2021, puede ser concebido como una medida 
adecuada para sancionar la utilización abusiva de relaciones de servicios temporales, ni para 
eliminar las consecuencias de la infracción del Derecho de Unión:  

 
i. porque los procesos lectivos no son una medida sancionadora que presente garantías de 

protección de los empleados temporales víctimas de un abuso, ya que su aplicación no 
tiene ningún efecto negativo o perjudicial de carácter sancionador y disuasorio para la 
Administración empleadora que no se vería presionada o forzada para modificar su forma 
de actuar, y podría seguir in eternum incumpliendo la Directiva, simplemente no 
convocando procesos selectivos, continuando mientras tanto abusando de la 
contratación temporal (STJUE de 19 de marzo de 2020, Sánchez Ruiz y otros, C-103/18 y 
C-429/18,, apartado 97 y Auto TJUE de 2 de junio de 2021, C-103/19, apartado 43).; 
 

ii. porque la convocatoria del proceso selectivo  es aleatoria e imprevisible, ya que depende 
de la apreciación discrecional, del mero capricho o voluntad de la Administración 
empleadora causante del abuso, de tal forma que ésta no tiene ningún obstáculo o 
impedimento para el uso irregular o abusivo de la contratación temporal y no exime a los 
Estados miembros de establecer una medida adecuada para sancionar lo abusos  (STJUE 
de 19 de marzo de 2020, Sánchez Ruiz y otros, C-103/18 y C-429/18, apartado 100 y 
Auto TJUE de 2 de junio de 2021, C-103/19, apartado 45) ; 

 
iii. porque son procesos que están abiertos a los candidatos que no han sido víctimas de tal 

abuso y al ser de resultado incierto, no confieren a los empleados públicos víctimas de 
tal abuso ninguna garantía de adquirir la condición de personal fijo (Auto TJUE de 2 de 
junio de 2021, C-103/19, apartado 46;  

 
iv. y porque tales procesos son independientes de cualquier consideración relativa al 

carácter abusivo de la relación mantenida (STJUE de 19 de marzo de 2020, Sánchez Ruiz 
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y otros, C-103/18 y C-429/18, apartado 101 y Auto TJUE de 2 de junio de 2021, C-103/19, 
apartado 47). 

 
 

 
TERCERO.-La sentencia al declarar que quien haya sido objeto de nombramientos 
temporales abusivos tiene derecho a ser indemnizado si acredita haber sufrido 
perjuicios por esta causa vulnera el derecho de la UE,  
 
Téngase en cuenta lo siguiente 

 
  
a. Que, en el ordenamiento jurídico español, solo se prevén indemnizaciones en el caso y en 

el momento de cese, despido o extinción de la relación de empleo, y el TJUE, como hemos 
visto, ha censurado terminantemente y proscrito que las indemnizaciones asociadas a la 
extinción de las relaciones de empleo temporales abusivas, sean una medida acorde con la 
Directiva 1999/70 (vid apartado 80 de la STJUE de 13 de junio de 2024).  Las 
indemnizaciones al cese o despido de las víctimas de un abuso -que son las únicas prevista 
en la Legislación española-  no presentan garantías de protección de los funcionarios 
temporales, pues si la Administración empleadora no los despide, éstos no perciben 
indemnización alguna, y puede la empleadora seguir abusando de su precariedad en el 
empleo a perpetuidad sin ser sancionada, utilizándolos para privarles de los derechos que 
son propios de los funcionarios fijos, que es justamente lo que prohíbe la Directiva, 
repercutiendo negativamente en el desarrollo de su carrera y su formación profesional, 
manteniéndolos en un régimen de precariedad e inseguridad en el trabajo que da lugar a 
desprotección, y a precariedad y angustia en la vida en general (Vid STJUE de 3 de junio de 
2021, C-439/2021, apartados 74 y 76). 
 
 

b. Que, en el ordenamiento jurídico español, ni existen indemnizaciones 
penalizadoras/sancionadoras, ni las indemnizaciones existentes pueden ser disuasorias. 
Las indemnizaciones sancionadoras, de carácter disuasorio, son propias de los Derechos 
anglosajones, y radicalmente contrarias a los Derechos de raíz latina, como es el nuestro   
 
Sin embargo, el TJUE exige que la indemnización, como sanción, sea disuasoria y además, 
adecuada e integra, compensando la totalidad de los daños sufridos por las víctimas de 
estos abusos, de tal forma que la indemnización:  

 
(i) de una parte, debe adecuarse a la gravedad de las infracciones que se castigan, 

garantizando un efecto realmente disuasorio (vid STJUE de 25 de abril de 2013, C-
81/12, apartado 63);  

 
(ii) de otra parte, debe tener en cuenta el comportamiento reincidente de la 

Administración empleadora (vid STJUE de 25 de abril de 2013, C-81/12, apartado 
67);  
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(iii) Y finalmente, la indemnización no puede ser meramente simbólica, sino que debe 
constituir un resarcimiento adecuado e integral de los daños sufridos, de tal forma 
que si un Estado miembro elige sancionar una obligación del derecho de la Unión 
mediante la concesión de una indemnización, esta debe ser eficaz y tener un efecto 
disuasorio adecuado en el sentido de que debe permitir compensar íntegramente 
los perjuicios sufridos por la víctima (vid STJUE 17 de diciembre de 2015, C-407/14, 
apartado 33 y Decisión del CEDS de 8 de septiembre de 2016, Reclamación núm. 
106/2014, Sociedad Finlandesa de Derechos Sociales vs. Finlandia). 

 
 

c. Que, en el ordenamiento jurídico español, la ley 20/2021 solo prevé, en el momento de su 
cese o despido, una indemnización a favor de los empleados públicos víctimas de un abuso 
que no hayan superado el proceso selectivo, pero no a favor de aquellas víctimas que hayan 
aprobado dicho proceso selectivo 
 
Sin embargo, el TJUE tiene dicho que el hecho de que el empleado público 
temporal/interino víctima de un abuso haya conseguido la condición de empleado público 
fijo o de carrera a través de un proceso selectivo o de estabilización, no libera a las 
autoridades nacionales de adoptar una medida sancionadora que compense a las víctimas 
del abuso. 

 
Así la STJUE de 13 de junio de 2024, C-332/20 (por citar la más reciente) dispone lo 
siguiente 

 
45      Por lo demás, si bien la organización de procesos selectivos abiertos a los empleados 
públicos que hayan sido nombrados de manera abusiva en el marco de sucesivas 
relaciones de servicio de duración determinada permite a estos últimos aspirar a obtener 
un puesto permanente y estable y, por tanto, el acceso a la condición de personal 
estatutario fijo, ello no exime a estados miembros de la obligación de establecer una 
medida adecuada para sancionar debidamente la utilización abusiva de sucesivos 
contratos y relaciones laborales de duración determinada (véase, en este sentido, la 
sentencia de 19 de marzo de 2020, Sánchez Ruiz y otros, C-103/18 y C-429/18, 
EU:C:2020:219, apartado 100). 
 
Y añade 
 

75   En lo referente a la convocatoria de procesos selectivos como medida sancionadora 
conforme con la cláusula 5 del Acuerdo Marco, tal como la que aplica la jurisprudencia 
española o contempla el artículo 2 de la Ley 20/2021, hade indicarse que el Tribunal de 
Justicia ha señalado que, aun cuando la convocatoria de procesos selectivos ofrece a los 
empleados públicos que hayan sido nombrados de manera abusiva en el marco de 
sucesivas relaciones deservicio de duración determinada la oportunidad de intentar 
acceder a la estabilidad en el empleo, ya que, en principio, pueden participar en dichos 
procesos, tal circunstancia no exime a los Estados miembros del cumplimiento de la 
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obligación de establecer una medida adecuada para sancionar debidamente la utilización 
abusiva de esas sucesivas relaciones de servicio de duración determinada […]  

 
 

Vid también, la Resolución del Parlamento Europeo de 31 de mayo de 2018, sobre la 
respuesta a las peticiones sobre la lucha contra la precariedad y el uso abusivo de los 
contratos de trabajo de duración determinada (2018/2600 (RSP)) , en su apartado 19; Auto 
TJUE de 2 de junio de 2021, Asunto C-103/19, apartado 45; o STJUE de 22 de febrero de 
2024, C-59/22 y otros, apartado 117: 

 
 

d. Que la única indemnización que pueden percibir en el ordenamiento jurídico español las 
víctimas de un abuso -y solo las cesadas o despedidas que no hayan superado el proceso 
selectivo- es la de 20 días por año de servicio con un máximo de 12 mensualidades, prevista 
en la ley 20/2021 
 
Ahora bien, la STJUE del 13 de junio 2024 nos enseña que, para que una indemnización 
cumpla con los requisitos de la Directiva, no puede existir topes porque el Derecho de la 
Unión prohíbe tajantemente que la reparación del perjuicio sufrido por una persona a 
causa de una obligación del Derecho de la Unión Europea esté limitada por un tope máximo 
fijado a priori (vid en este sentido, STJUE de 2 de agosto de 1993, asunto C-271/91, caso 
Marshall y STJUE de 17 de diciembre de 2015, asunto C-407/14, caso Arjona Camacho).  
 
Como dice la STUE de 13 de junio de 2024: 
 

84 una compensación económica con un doble límite máximo en favor únicamente del 
empleado público afectado que no supere los procesos selectivos no parece constituir una 
medida adecuada para sancionar debidamente la utilización abusiva de sucesivas 
relaciones de empleo de duración determinada y eliminar las consecuencias del 
incumplimiento del Derecho de la Unión 

 
Además, como dice la STJUE de 13 de junio de 2024, aparts.80, 81 y 84, esta indemnización 
de 20 días y de 12 mensualidades es insuficiente, pues no permite ni la reparación 
proporcionada ni efectiva en las situaciones de abuso que superen una determinada 
duración en años, ni la reparación adecuada e integra de los daños derivados de tales 
abusos. 
 
Y el Comité Europeo de Derechos Sociales en su decisión de 20 de marzo de 2024, queja 
número 207/2022, UGT versus SPAIN (cuya jurisprudencia vincula a los Estados 
suscriptores de la CSEr y del Protocolo adicional sobre reclamaciones colectivas), concluye 
que  

 
“80 Los límites máximos fijados por la legislación española no son lo suficientemente 
elevados para reparar el daño sufrido por la víctima en todos los casos y ser disuasorios 
para el empleador. Es posible que no se tenga debidamente en cuenta el daño real sufrido 
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por el trabajador afectado, en relación con las características específicas del caso, entre 
otras cosas porque la posibilidad de una indemnización adicional es muy limitada. Por lo 
tanto, el Comité considera que, a la luz de todos los elementos anteriores, el derecho a una 
indemnización adecuada u otra reparación apropiada en el sentido del art. 24.B de la Carta 
Social Europea no está suficientemente garantizado. 

 
81. Por lo tanto, el Comité sostiene que existe una violación del art. 24.B de la Carta”. 

 
Hacemos constar que este mismo Comité Europeo de Derechos Sociales: 

 
- en su queja número 106/2014, consideró insuficiente el límite máximo de 24 meses 

previsto por la legislación finlandesa;  
 

- en su queja número 158/2017, consideró que los importes predeterminados de la 
indemnización de la legislación italiana (limitados a 12, 24 o 36 veces la remuneración 
mensual de referencia) vulneraban la Carta Social Europea;  

 
- y en sus quejas números 160/2018, 171/2018, 175/2019, y 182/2019, el Comité consideró 

insuficiente un límite de 20 meses previstos por la legislación francesa. 
 

 
e. Que, la precariedad laboral conlleva efectos perversos, en tanto que:  

 
1. Minora las condiciones laborales internas y da lugar: (i) a situaciones de inseguridad, 

penosidad y riesgos para la salud laboral; y (ii) a una ausencia de derechos 
laborales y sociales, y peores condiciones de trabajo, porque la contratación en 
precario elimina o mitiga las normas y, en consecuencia, las relaciones laborales pasan 
a funcionar de formas distintas a la prevista por las leyes; 
 

2. Conlleva una mayor vulnerabilidad del empleado, esto es, una máxima fragilidad y 
subordinación respecto de los poderes directivos del empleador, en cuanto que el 
trabajador temporal está sometido a presiones del patrón, que soporta por el miedo a 
perder su empleo.  
 

3. Disminuye la capacidad del trabajador de programar y controlar su vida laboral, 
personal, familiar y social.  
 

4. Da lugar a un empeoramiento de las situaciones de discriminación por razón social, 
racial y de género, pues en un contexto de recesión económica aboca a las personas 
más desprotegidas por la sociedad a las formas de trabajo más precarias (mujeres, 
inmigrantes etc). 
 

(Fuentes: Instituto Sindical de Trabajo, Ambiente y Salud del Ministerio de Trabajo de 
España; Informe “Precariedad laboral y salud mental. Conocimientos y políticas” o Informe 
PRESME: Consejo general de la Psicología de España; y Fundación Pere Tarrés). 

https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_laborales
https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_laborales
https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_sociales
https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/trabajo14/Documents/2023/170323-informe-salud-mental.pdf
https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/trabajo14/Documents/2023/170323-informe-salud-mental.pdf
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Ninguna norma en el derecho español prevé la indemnización o compensación de todos 
estos daños y perjuicios 

 
La legislación española, como hemos visto, solo prevé en la ley 20/2021, una indemnización 
de 20 días por año de servicios con un máximo de 12 mensualidades a favor de quienes 
sean despidos o cesados por no haber aprobado el procesos selectivo previsto en esta 
norma, pero como tiene dicho el TJUE, esta indemnizaciones por años de servicios solo son 
compatibles con la cláusula 5 del Acuerdo Marco cuando va acompañada, por un lado, del 
derecho a obtener también una compensación por la pérdida de oportunidades, y por otro, 
de un mecanismo adicional de sanciones efectivo y disuasorio (vid SSTJUE de 7/3/2018, 
Santoro, apart. 54, y Auto TJUE de 8/1/2024, C-278/23, apart.50) 

 
 

f. Que, el ordenamiento jurídico español solo admite una indemnización cuando se prueba 
con exactitud la existencia de un daño   
 
En el Derecho de la UE, la prueba del daño queda sujeta a la prueba de presunciones, en 
tanto en cuanto sólo así puede garantizarse la efectividad de estos derechos comunitarios, 
pues como dice el ATJUE de 12/12/ 2013, Papalia y la STJUE Santoro, de 7 de marzo de 
2018, no puede admitirse que las disposiciones del Derecho interno que regulan la 
evaluación del daño hagan que sea prácticamente imposible o excesivamente difícil el 
ejercicio por parte de este trabajador de los derechos que le confiere el Derecho de la Unión, 
en particular, su derecho a la reparación del perjuicio sufrido debido al recurso abusivo por 
parte de su antiguo empleador público a sucesivos contratos de trabajo de duración 
determinada. 
 
 

g. El TJUE ha declarado que la obligación de reparar los daños causados a los particulares no 
puede supeditarse a un requisito, basado en el concepto de culpa, que vaya más allá de la 
violación suficientemente caracterizada del Derecho de la Unión. En efecto, la exigencia de 
un requisito adicional de tal naturaleza supondría menoscabar el derecho a obtener una 
reparación que tiene su fundamento en el ordenamiento jurídico de la Unión (véanse las 
SSTJUE  Brasserie du pêcheur y Factortame  [ TJCE 1996, 37]  , apartados 78 a 80, y  Haim, 
apartado 39; y STJUE 05 de junio-de 2024, nº C-134/21,  aparatado 51) 

 
 

CUARTO.- La sentencia al rechazar que procede el planteamiento de una cuestión 
prejudicial  o alternativamente a suspender el recurso de casación por motivo de la 
cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social nº 3 de Murcia, vulnera  

 
✓ La reciente STJUE de 22 de febrero de 2022, asunto C-430/21, avala la necesidad de plantear 

en el presente caso cuestión prejudicial diciendo:  
 

javascript:maf.doc.linkToDocument('TJCE+1996+37',%20'.',%20'TJCE+1996+37');
javascript:maf.doc.linkToDocument('TJCE+2000+150',%20'.',%20'TJCE+2000+150');
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64 Por otra parte, debe tenerse en cuenta que, según reiterada jurisprudencia, el 
mecanismo de remisión prejudicial establecido por el artículo 267 TFUE tiene por objeto 
garantizar que, en cualquier circunstancia, el Derecho de la Unión surta el mismo efecto en 
todos los Estados miembros y evitar así las divergencias de interpretación que deben aplicar 
los órganos jurisdiccionales nacionales, y tiende a garantizar dicha aplicación. A tal efecto, 
dicho artículo pone a disposición de los jueces nacionales un medio para eliminar las 
dificultades que puede ocasionar la exigencia de dar pleno efecto al Derecho de la UE en el 
marco de los sistemas judiciales de los Estados miembros. Así, los órganos jurisdiccionales 
nacionales tienen la más amplia facultad, e incluso la obligación, de someter un asunto al 
Tribunal de Justicia si consideran que un asunto pendiente ante ellos plantea cuestiones de 
interpretación de las disposiciones del Derecho de la UE o de examen de su validez que 
requieren una decisión por su parte [sentencia de 16 de diciembre de 2021, AB y otros 
(Revocación de una amnistía), C-203/20, EU:C:2021:1016, apartado 49 y jurisprudencia 
citada]. 

 

✓  L a sentencia del TJUE, asunto Cilfit, n. 283/81 (par. 21), según la cual. 
 

un órgano jurisdiccional cuyas decisiones no son susceptibles de ulterior recurso judicial de 
Derecho interno, cuando se suscita ante él una cuestión de Derecho comunitario, ha de dar 
cumplimiento a su obligación de someter dicha cuestión al Tribunal de Justicia, a menos que 
haya comprobado que la cuestión suscitada no es pertinente, o que la disposición comunitaria 
de que se trata fue ya objeto de interpretación por el Tribunal de Justicia, o que la correcta 
aplicación del Derecho comunitario se impone con tal evidencia que no deja lugar a duda 
razonable alguna; la existencia de tal supuesto debe ser apreciada en función de las 
características propias del Derecho comunitario, de las dificultades particulares que presenta 
su interpretación y del riesgo de divergencias de jurisprudencia en el interior de la 
Comunidad»   

 
 

(C) 
 

CONCLUSIONES 
 

La sentencia del Tribunal Supremo, dicho con todo respeto, es la expresión de un prejuicio: 
 

Los magistrados en lugar de acercarse a las cuestiones planteadas de una forma libre, 
interpretando el Derecho de la Unión y las sentencias del TJUE recaídas a propósito de la Directiva 
1999/70/CE y su Acuerdo Marco, abiertos a cualquier conclusión, se alejan de ellas y simplemente 
expresan la opinión subjetiva y previa de la Sala: las Administraciones empleadoras que abusan 
de sus empleados públicos temporales no tienen que ser sancionadas por las irregularidades en 
su contratación sucesiva, ni este personal temporal víctima de un abuso debe ser compensado por 
la violación sistemática de sus derechos. 

 
Con esta sentencia, el Tribunal Supremo más que disuadir a las Administraciones empleadoras 
para que no abusen de la contratación temporal de su personal, que es el objetivo de la cláusula 
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5 del Acuerdo Marco anexo a la Directiva, lo que esta haciendo es disuadir a los empleados 
públicos victimas de este abuso para que no reclamen, ni reaccionen frente a estos 
comportamientos ilegales. 

 
La posición del Tribunal Supremo a propósito de esta Directiva 1999/70 ha sido objeto de 
enmienda ya en numerosas ocasiones por las sentencias del TJUE, pues hay que recordar que este 
mismo Tribunal Supremo llego a declarar que el personal temporal con más de 11 años de servicios 
no estaba en abuso; o que a los empleados públicos que disponían de un solo nombramiento o 
contrato no se les aplicaba la Directiva 1999/70; o que el personal docente tampoco se le aplicaba 
la Directiva porque cambiaba de puesto trabajo todos los años. 

 
Y esta nueva sentencia del TS también devendrá nula, cuando el TJUE resuelva las cuestiones 
prejudiciales planteadas por el Juzgado de lo Social nº 3 de Murcia, que a buen seguro dará un 
nuevo varapalo a nuestro más Alto Tribunal. 

 
Evidentemente esta sentencia es descorazonadora y supone un nuevo tropiezo en nuestro camino 
a la estabilidad de los empleados públicos víctimas de un abuso, otro más, que impone unas 
autoridades españolas que se muestran muy alejadas de Europa y de los ciudadanos. Y por ello, 
tendrán que asumir sus responsabilidades, pues en un Estado de derecho no puede haber ámbitos 
de impunidad. 

 
Pero que no se piense ni por un momento que esta sentencia inadmisible nos va a arrodillar, sino 
todo lo contrario para nosotros y para todos los empleados públicos temporales debe ser un 
acicate para seguir levantándose ante esta injusticia, seguir reclamando y ejercitando sus 
derechos, porque todavía nos queda Europa. 

 
Todavía nos queda el TJUE y la cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social nº 3 de 
Murcia, como un seguro de vida que volverá a poner al Tribunal Supremo en su sitio. 

 
En consecuencia, no os desalentéis, sino todo lo contrario, reclamar y reclamar, impugnar vuestros 
ceses y accionar y demandar, porque Europa nos dará la razón y solo reclamando y accionando 
podréis beneficiaros de lo que Europa sentencie. 

 
Por nuestra parte, procederemos a denunciar esta sentencia ante la Comisión Europea y demás 
autoridades europeas, a instar su nulidad, previa a un recurso de amparo, y a estudiar otro tipo 
de acciones frente a la misma 
 
 
En Madrid a 28 de febrero 2025 
 
 
 
FDO: Javier Arauz de Robles 

 


